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HONORABLE SENADO: 





			Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley del rubro, iniciado en moción de los HH. Diputados señoras Fanny Pollarolo y María Antonieta Saa y señores Jaime Naranjo e Ignacio Walker y del ex Diputado señor Vicente Sota.





			A las sesiones en que tratamos este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, el H. Senador señor Carlos Cantero Ojeda; las HH. Diputadas señoras Fanny Pollarolo y María Antonieta Saa; la señora Ministra de Salud, Doctora Michelle Bachelet Jeria; el Subsecretario de Justicia, señor Jaime Arellano; la Doctora Raquel Child, Coordinadora Ejecutiva de la Comisión Nacional del SIDA (CONASIDA) del Ministerio de Salud; el Director Nacional de Gendarmería de Chile, señor Hugo Espinoza; la señora Alejandra Sepúlveda, Directora Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación; la Doctora Anabella Arredondo, Epidemióloga de CONASIDA; las señoras Danae Frings y Adriana Maturana, asesoras legales de la Ministra de Salud; el señor Julio Abelleira, asesor de la Ministra de Salud; el Doctor Reinaldo Bustos, Presidente del Departamento de Etica del Consejo General del Colegio Médico de Chile A.G.; la señora Rosa Leyton, Directora del Colegio Regional de Enfermeras Valparaíso - San Antonio; el señor Rodrigo Pascal, Presidente de la asociación "Vivo Positivo"; la señora Loreto Olivares, Coordinadora de "Mujeres viviendo con el VIH" (BELONA); el Doctor Alvaro Llancaqueo, del Servicio de Salud Talcahuano; la Doctora Marie Charlotte Bouësseau, asesora de la División Salud de las Personas del Ministerio de Salud; la señora Beatriz de Gregorio y el señor Marcos Lizama, asesores del Servicio de Gendarmería.





			La Comisión ofició a la Corte Suprema en conformidad con lo que disponen el artículo 74 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, a fin de recabar su opinión sobre esta iniciativa. Dicho Tribunal estimó que sólo le cabía informar respecto del artículo 15, formulando diversas observaciones que fueron acogidas por la Comisión a la hora de resolver sobre el particular.





			Habida consideración de que en este trámite hemos agregado dos artículos transitorios sobre gasto y financiamiento, la Comisión de Salud se permite proponer al Senado que el proyecto pase también a la Comisión de Hacienda, en el trámite de segundo informe.





- - - - -








OBJETIVOS FUNDAMENTALES





			La iniciativa en informe, tal como fuera concebida en el primer trámite constitucional, persigue los siguientes objetivos fundamentales:





Impedir y controlar la extensión del SIDA en Chile, mediante la difusión de información adecuada, la participación y aporte de organizaciones sociales y de la comunidad internacional, la promoción de la investigación científica y la elaboración de políticas públicas.





Asegurar el respeto del derecho a la honra y la dignidad de personas y grupos afectados y proscribir cualquier forma de discriminación basada en esta pandemia, en los ámbitos laboral, educacional y de atención de salud.





Otorgar especial protección a los menores y las mujeres afectados.





Establecer el carácter siempre confidencial y voluntario del examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana.





Sancionar con multas las infracciones a las normas de la ley y otorgar competencia para aplicarlas a los jueces civiles y del trabajo.





- - - - -








ANTECEDENTES DE HECHO





			El virus de la inmuno deficiencia humana (VIH), como todo virus, sólo puede vivir al interior de una célula.





			Tiene la particularidad de atacar preferentemente a un tipo de glóbulos blancos, los linfocitos T4, que dirigen el sistema inmunitario. El virus inserta su código genético en los linfocitos y se multiplica en ellos hasta destruirlos. 





			La infección puede evolucionar de dos formas: el virus habita al interior del T4 sin que el enfermo presente síntomas; los linfocitos infectados pueden transmitir el virus a otras células, y a otras personas por la sangre o las secreciones sexuales. O bien se activa y manifiesta destruyendo las células en que habita y propagándose a otras T4. Cuando la destrucción de glóbulos blancos alcanza un nivel crítico las defensas del individuo están debilitadas y queda propenso a desarrollar enfermedades infecciosas, y aún ciertos tipos de cáncer, que definen el síndrome de inmuno deficiencia adquirida (SIDA).





			No todas las personas infectadas desarrollan el SIDA. La OMS estima que el 60% de los portadores enferma de SIDA dentro de los 10 años siguientes a la infección, un 20% muestra alteraciones leves de salud y otro 20% no presenta síntomas.





			De acuerdo con el Programa de Naciones Unidas para el VIH/SIDA (ONUSIDA), a fines de 2000 había 36,1 millones de personas viviendo con VIH/SIDA en todo el mundo. El total acumulado de defunciones registradas por esta causa alcanzó en 2000 a 21,8 millones de personas; sólo el año indicado fallecieron por la pandemia 3 millones y se infectaron 5,3 millones de individuos.  Ver al final anexo "A" �. 





			El primer caso de SIDA en Chile se notificó en 1984. Hasta junio de 2000 se habían informado 3.741 enfermos y 4.392 portadores asintomáticos �. Se agrega al final un anexo signado con la letra "B", que ilustra la evolución en el tiempo de la pandemia en nuestro país, su distribución por regiones y comunas, por sexo, por modo de transmisión y por Servicios de Salud �. 





			La transmisión se produce por vía sexual, sanguínea o vertical. La primera, que ocurre con ocasión de relaciones hetero u homosexuales,  alcanza al 92% de los casos; la segunda, provocada con ocasión de transfusiones de sangre y hemoderivados y por el uso de drogas intravenosas, representa un 6%, y la última, en que la infección se transmite de la madre al hijo, es el 2% del total de casos.

















ANTECEDENTES DE DERECHO





Artículo 19 Nº 9º de la Constitución Política de la República, que garantiza a todas las personas el derecho a la protección de la salud.





Código Sanitario, D.F.L. Nº 725, de 1968 del Ministerio de Salud. Ver especialmente los artículos 20 y 21, sobre declaración obligada de enfermedades transmisibles, y artículos 38 a 41, sobre enfermedades venéreas.





Ley Nº 18.469,  que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud, más conocida como ley de Isapres.





D.L. Nº 2.763, de 1979, reorganiza el Ministerio de Salud y crea los Servicios de Salud, el Fondo Nacional de Salud, el Instituto de Salud Publica de Chile y la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.





D.S. Nº 362, de 1984, del Ministerio de Salud, reglamento sobre enfermedades de transmisión sexual (ETS).





D.S. Nº 466, de 1987, del Ministerio de Salud, que imparte normas para la aplicación de un Programa de Vigilancia Epidemiológica del SIDA.





D.S. Nº  1, de 1990, del Ministerio de Salud, que crea la Comisión de Entidades Privadas y ONG para la Prevención y Control del SIDA.





D.S. Nº 6, DE 1990, del Ministerio de Salud, que crea la Comisión Nacional del Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida (SIDA).





D.S. Nº 385, de 1990, del Ministerio de Salud, que designa una Comisión Permanente Intersectorial para establecer una política nacional de prevención y control del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida.





- - - - -








DISCUSION GENERAL





			El proyecto aprobado en primer trámite constitucional está estructurado en 16 artículos permanentes. 





			Sus autores y las funcionarias que se han sucedido en la dirección de CONASIDA, Dras. Raquel Child y Anabella Arredondo, estiman que su contenido es un avance respecto de la situación actual. 





			Fundamentan su apreciación en que la iniciativa de ley enfrenta el problema en una perspectiva multidisciplinaria, puesto que él tiene connotaciones de salud pública, económicas, sociales, culturales, psicológicas e incluso de seguridad nacional. Por otra parte, el SIDA es en nuestro país, si bien no alcanza el contorno de una epidemia,  es un fenómeno creciente, aunque controlado, que afecta cada vez más a personas en plena etapa reproductiva y productiva y cuya propagación avanza también entre las mujeres. 





			El proyecto tiene como centro de gravedad las acciones preventivas y educativas, aptas para provocar una toma de conciencia en la población de que la verdadera causa de la pandemia son las conductas de riesgo. Es necesario erradicar muchos mitos y una buena dosis de ignorancia en torno a las formas de contraer la infección y a la auténtica prevención. Además, la iniciativa hace una opción fundamental, como es la voluntariedad del examen para pesquisar el mal, el cual debe ir indisolublemente asociado a la consejería previa y posterior. A mayor abundamiento, manifestaron que es necesario legislar para hacer eficaz la prohibición de discriminar en base a la condición de portador o enfermo. 





			Las representantes de CONASIDA hicieron presente que el examen no es medida de prevención puesto que no incide en la propagación de la enfermedad, que la infección se produce como consecuencia de determinadas conductas y que la no obligatoriedad del examen respeta la libertad y la autonomía de las personas.





			Informaron que el personal de la salud está protegido por la reglamentación existente, particularmente por las Medidas de Precaución Universales puestas en vigor mediante Circulares Nº 3F/17, de 1988, y Nº 3F/68, de 1989, de la Subsecretaría de Salud. El Ministerio de Salud informó a la Comisión que en Chile no se ha notificado ningún caso en que se haya contraído la infección por exposición laboral.





			Aseveraron las funcionarias del Ejecutivo que el examen puede ser un arma de doble filo, pues no es poco frecuente que dé falsos resultados, tanto positivos como negativos. A mayor abundamiento, existe un lapso, denominado período ventana, en que el examen no revela la condición de portador  del virus, a pesar de estar la persona ya infectada. Esta etapa abarca alrededor de 8 semanas desde que se contrae la infección.





			Explicaron también que en Fonasa el examen no tiene costo para el cotizante y sus beneficiarios y que en las Instituciones de Salud Previsional el precio oscila entre $ 2.000 y $ 16.000; sin embargo, se dijo, en estas últimas no está asociado a la consejería que permite al paciente enfrentar y asumir el examen mismo y un posible resultado positivo.





			Agregaron que es recomendable evitar en este caso el uso de la palabra "contagio", porque da la idea de transmisión de un germen de modo involuntario, principalmente por vía aérea. En cambio, en el caso del VIH/SIDA lo usual es que se contraiga en razón de una conducta libre y voluntaria pero arriesgada. 





			Por lo que hace al tratamiento, se informó que la denominada "triterapia", que es el más moderno, significa un gasto mensual del orden de $ 360.000 por enfermo, que debe ser asumido de por vida. 





			El Dr. Reinaldo Bustos, Presidente del Departamento de Etica del Consejo General del Colegio Médico de Chile A.G., manifestó que su representada juzga que los lineamientos del proyecto son pertinentes y adecuados a la coyuntura actual, dado que se pone el énfasis en la educación y la prevención, antes que en las pruebas de detección, y que se ajusta al principio de un examen basado en el consentimiento informado y asociado a la consejería. 





			Considera el Colegio que la prevención enfocada a los enfermos y portadores del virus debe propender a buscar el compromiso de éstos en orden a cuidarse a si mismos y proteger a los demás. Agregó que respecto a la discriminación en materia laboral hay que ser cautelosos, pues puede haber casos en que ella sea justificada, como por ejemplo un cirujano enfermo, el cual no debería operar.





			El Presidente de la asociación Vivo Positivo, don Rodrigo Pascal, expresó que la organización que representa agrupa a 14 asociaciones chilenas y forma parte de las redes continental y mundial de personas viviendo con el virus. 





 			Declaró que los principios constitucionalmente consagrados han demostrado no ser suficientes para evitar las actitudes discriminatorios contra portadores y enfermos de VIH/SIDA y para asegurarles efectivamente sus derechos a la vida, a la salud, a la educación y al trabajo. Por vía de ejemplo se refirió al artículo del proyecto que prohíbe la discriminación -7º en nuestro proyecto- aduciendo que la regla puede ser burlada por la vía de "solicitar" el examen para acceder a un puesto, en lugar de "exigirlo". Dijo también que es muy importante que en la elaboración de políticas sobre estos tópicos participen personas que viven con el VIH, pues ellas pueden aportar el importante factor de su experiencia sicológica, social y emocional. 


			


			También resaltó la importancia crucial de la consejería asociada al examen, ya que quienes la han tenido se convierten en agentes de prevención convencidos y tenaces. Concordó en que el examen no es una herramienta preventiva y que sí lo son el cambio de las conductas de riesgo y el uso de preservativo. 





			Solicitó la formación de un Fondo para financiar las políticas públicas de prevención y tratamiento, en cuya administración debieran tener cabida personas que viven con el VIH. En el mismo ámbito, propuso que las normas fueran más específicas a la hora de asignar responsabilidades en el cumplimiento de los objetivos de la política nacional a autoridades y servicios determinados, y que exista un esfuerzo focalizado en grupos más vulnerables, como son mujeres, niños, minorías sexuales, trabajadoras sexuales, usuarios de drogas y población internada.





			Reclamó también que el ordenamiento jurídico otorgue reconocimiento a las uniones y situaciones de hecho que rodean a los enfermos, sobre todo en la fase terminal, en materia patrimonial y de guardas. Y llamó a proteger a los enfermos de los abusos que en ocasiones sufren de parte de laboratorios y empresas que experimentan con ellos nuevos medicamentos; sucede que cuando termina la fase experimental el sujeto queda abandonado a su suerte y sin tratamiento; en otras ocasiones sufren graves daños a su salud como consecuencia de los ensayos a que son sometidos. Todo ello justifica, concluyó, la intervención en dichas actividades de comités de ética.





			La Comisión ofició a los señores Ministros de Educación, de Salud, de Justicia y de Defensa Nacional y al Director Nacional de Gendarmería, para conocer los criterios con que se enfrenta el problema del VIH/SIDA en las instituciones y establecimientos de sus respectivas áreas en lo referente a prevención y control.





			La señora Ministra de Educación comunicó que los Objetivos Fundamentales y Contenidos Mínimos de los niveles 5º básico a 4º medio incluyen temas como conocimiento y comprensión de la sexualidad y la reproducción, en sus aspectos biológico, sanitario, psicológico, ético, social y cultural. 





			Mediante Circular Nº 875, de 1994, dicho Ministerio impartió instrucciones acerca del ingreso, permanencia, asistencia y evaluación a establecimientos del sistema regular de alumnos portadores y enfermos de VIH/SIDA; está fundamentada en la igualdad ante la ley y el derecho a la educación garantizados por la Constitución Política de la República. En síntesis, se propende a evitar la discriminación, reforzar la prevención de riesgos, respetar la confidencialidad de la información, apoyar a los afectados  y mantener una comunicación fluida con su familia.





			El Ministerio de Salud se refirió más concretamente a una serie de puntos determinados por la Comisión en su consulta; expondremos a continuación aquellos aspectos que no están tratados en otros acápites del presente informe.





			La detección del VIH de toda sangre destinada a transfusión es obligatoria desde 1987.





			No es necesario penalizar el contagio doloso o culposo del VIH, estima el Ministerio, porque esas conductas son actualmente perseguibles en base a las figuras existentes. Desde otro ángulo, la experiencia nacional e internacional demuestra que más eficaz que la mirada penalizadora es aquella que privilegia la relación médico-paciente y pone el énfasis en la observancia de una conducta responsable. 





			Sobre la posibilidad de extender el recurso de amparo de las garantías constitucionales al derecho a la protección de la salud, indicó el Ministerio que en doctrina los derechos y libertades amparados por esa vía son aquellos que pueden ser exigidos por el sólo hecho de existir el individuo, sin que medie la prestación de algún servicio por parte de terceros, sean éstos el Estado o los particulares.





			El señor Ministro de Justicia remitió a la Comisión el "Programa Nacional de Control y Prevención ETS-VIH-SIDA" que Gendarmería de Chile aplica al interior de los recintos penales desde 1990. En el se regula la prevención, detección y tratamiento de la infección, así como de otras enfermedades de transmisión sexual. Por su parte, el señor Director Nacional de Gendarmería complementó lo anterior mediante oficio que además actualiza la información estadística. Ambos documentos se agregan al final, como anexos.





			El señor Ministro de Defensa Nacional informó mediante oficio reservado, que queda depositado en la Secretaría a disposición de los señores Senadores.





			En un primer análisis la Comisión detectó obstáculos que dificultaban la aprobación general de la iniciativa tal como venía formulada. En efecto, surgieron en el debate dudas en cuanto a la necesidad de legislar en muchas de las materias que el proyecto abarca, que fueron consideradas más propias de una normativa de tipo reglamentario, o bien ya están reguladas en otras normas, como es el caso de la prohibición constitucional de discriminar arbitrariamente; además, el tenor de varias disposiciones aparecía más declarativo que regulatorio. 





			Con todo, la Comisión sopesó también el argumento de que el proyecto trata sobre un tema nuevo, con un fuerte componente social, psicológico y cultural, como es la necesidad del cambio de conductas que son riesgosas, por lo que su rol didáctico en la formación de la opinión pública no debía desdeñarse. Por otro lado, la destinación de fondos del presupuesto sí requiere ley. Su alcance multisectorial es otro argumento a favor del establecimiento de una legislación específica.





			En el orden del gasto en salud, la Comisión fue del parecer que el Estado debería asumir su rol de garante y asegurar la triterapia a todos los enfermos que de otro modo estarían irremediablemente condenados a morir. Este criterio fue compartido por el Ministerio de Salud, que gestionó ante el de Hacienda una asignación de fondos para tal fin, a la que nos referiremos en la discusión particular.





			Ante semejante disyuntiva, la Comisión optó por solicitar a la sala que la autorizara a estudiar también en particular el proyecto durante este primer trámite reglamentario, teniendo especialmente en cuenta que el H. Senador señor Viera-Gallo formuló una indicación de texto alternativo. El Senado accedió a lo solicitado por acuerdo adoptado en sesión de 13 de marzo de este año, comunicado por oficio Nº 17.441, de la misma fecha.





			Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por 3 votos a favor y uno en contra. Expresaron su voto favorable los HH. Senadores señores Bombal, Cordero y Viera-Gallo; estuvo por el rechazo el H. Senador señor Ríos.





			La mayoría consideró que la propuesta alternativa formulada por el H. Senador señor Viera-Gallo y la indicación del Ejecutivo para financiar la triterapia hacen viable el proyecto, por lo que estuvieron por legislar al respecto.





			El autor del voto minoritario, por su parte, señaló que no le motiva por cierto ninguna animadversión respecto de las personas afectadas por este mal, sino que le mueve el propósito de ser coherente con lo sostenido respecto de esta y otras iniciativas excesivamente reglamentarias e innecesarias, porque el marco jurídico para poner en práctica todo lo que se propone en el proyecto ya existe. El apoyo del Congreso a lo que se está haciendo en el área de la salud queda sobradamente comprobado por la aprobación sin reparos del presupuesto fiscal respectivo, concluyó su Señoría.





- - - - -








DISCUSION PARTICULAR





ARTÍCULO 1º





			Prescribe que es deber del Estado elaborar políticas y promover condiciones de todo orden tendientes a impedir y controlar la extensión de la infección causada por el VIH, así como asegurar a quienes viven con él el goce y ejercicio igualitario de sus derechos, con proscripción de cualquier forma de discriminación en su contra.





			La Comisión reformuló las ideas en un artículo similar, que dispone que la prevención, diagnóstico, asistencia y control de la pandemia, y el aseguramiento de la igualdad ante la ley de los  portadores y enfermos, sin discriminaciones, constituyen un objetivo sanitario, cultural y social de interés nacional.





			Acordado por unanimidad por los HH. Senadores señores Bombal, Cordero y Ruiz-Esquide.





ARTÍCULO 2º





			Establece un marco de referencia para la elaboración, contenido, ejecución y evaluación de políticas públicas intersectoriales en el ámbito en que incide el proyecto.





			La Comisión redactó el precepto en términos semejantes, aunque más simples y breves, eliminando la referencia a resoluciones y recomendaciones de organizaciones internacionales, puesto que los que es jurídicamente vinculante en nuestro país, conforme al artículo 5º de la Constitución Política de la República, son los tratados relativos a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. 





			En el texto que proponemos al final para los dos primeros artículos del proyecto queda en claro que los objetivos enunciados en ellos son nacionales, por lo que al Estado sólo compete una parte, no exclusiva, de la responsabilidad en su consecución; por consiguiente, las personas, las asociaciones intermedias y el sector privado deben asumir su cuota.





			Acordado por unanimidad por los HH. Senadores señores Bombal, Cordero y Ruiz-Esquide.





ARTÍCULOS 3º y 4º





			Consagran reglas adicionales para las políticas públicas en lo referente a menores de edad y a la mujer.





			La Comisión, teniendo en cuenta que las reglas generales que establece el proyecto son aplicables a todas las personas sin discriminación alguna, rechazó por unanimidad estos artículos, con los votos de los HH. Senadores señores Bombal, Ríos, Ruiz-Esquide, Viera-Gallo y Zurita.





ARTÍCULO 5º





			Estipula que es deber del Estado divulgar las características, medios de prevención y tratamiento del VIH/SIDA y los  programas públicos de asistencia y prevención. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 3º.





			La Comisión aprobó una nueva redacción para las mismas ideas, con la votación unánime de los HH. Senadores señores Bombal, Ríos, Viera-Gallo y Zurita. 





ARTÍCULO 6º





			Dispone que es deber del Estado velar por la atención de salud a las personas portadoras y enfermas con el VIH.





			La Comisión lo aprobó con algunas correcciones en la redacción, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Cordero,  Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 7º





			Estatuye que el Estado debe promover la investigación científica como un medio más para la controlar la extensión de la pandemia. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 4º.





			La Comisión reemplazó el texto con el propósito de aclarar que los resultados de la investigación servirán de base a las acciones de salud, en lugar de a la elaboración de políticas. El acuerdo se adoptó por unanimidad por los HH. Senadores señores Bombal, Cordero y Ruiz-Esquide. 


�



ARTÍCULO 8º





			Declara que el Estado de Chile reconoce y acoge la cooperación internacional en pro de la prevención y control de la pandemia.





			La Comisión lo rechazó por innecesario, con la votación unánime de los HH. Senadores señores Bombal, Cordero y Ruiz-Esquide.





ARTÍCULO 9º





			Se refiere al examen de detección del VIH y establece su carácter siempre confidencial y voluntario. Preceptúa además que el examen debe estar asociado a una consejería previa y ulterior. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 5º.





			La Comisión lo reemplazó por otro que mantiene la consagración como regla general de la confidencialidad y voluntariedad del examen y precisa lo relativo a la consejería asociada a él. Además, hace aplicable en la especie la ley Nº 19.628, sobre protección de datos personales y explicita formalmente que los resultados que detecten la infección serán comunicados a la autoridad sanitaria, al igual que se hace hoy en día respecto de ésta y de cualquier otra enfermedad transmisible. Así se evita que la consagración legal de la reserva impida notificar los casos de infección dectados.





			La innovación más importante que introdujo la Comisión en este artículo son las excepciones a la regla general del carácter voluntario del examen. Es así que se optó por permitir que reglamentos dictados por la autoridad respectiva faculten hacerlo obligatorio respecto de determinados grupos de personas que, en razón de su trabajo y de las condiciones de vida en que se desenvuelven ordinariamente, se consideró más expuestas a la transmisión. Es el caso de las personas privadas de libertad, del personal de salud que deba estar en contacto con portadores o enfermos del VIH/SIDA y de quienes están regidos por los estatutos del personal de las Fuerzas Armadas y de Orden, incluido el contingente de reclutas. La Comisión adoptó estos resguardos por razones de prudencia y teniendo especialmente en consideración que en caso de conflicto entre las garantías individuales y el bien común es necesario decidir cuál debe prevalecer.





			Lo anterior se acordó por unanimidad de los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo, salvo la primera oración del inciso segundo del artículo, que es la que introduce las excepciones a que acabamos de referirnos; en ese punto la votación se dividió.





			Por lo que hace referencia a las personas recluidas en establecimientos carcelarios y al personal de las Fuerzas Armadas y de Orden, la aprobación fue también unánime y concurrieron a ella los mismos cuatros señores Senadores ya nombrados.





			En lo tocante al personal de salud, estuvieron por la aprobación los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y �Viera-Gallo y se abstuvo el H. Senador señor Bombal.





			Las representantes de Conasida hicieron ver su desazón ante esta modificación, porque el enfoque esencial en que la autoridad sanitaria fundamenta su visión del problema y su actuar frente a él se inspira en que la causa de la infección no son las funciones que desempeñan determinadas personas sino las conductas de riesgo que ellas puedan tener.





			Por su parte, la señora Ministra de Salud sostuvo que el Ejecutivo es partidario sin ambages de la voluntariedad de este examen en todo caso y sin excepciones.





ARTÍCULO 10





			Proscribe la discriminación de portadores y enfermos del VIH/SIDA en los ámbitos laboral, educacional y de salud. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 7º.





			La Comisión introdujo un nuevo inciso segundo que contempla una excepción para el caso del ingreso del personal de las Fuerzas Armadas y de Orden. Lo mismo que en el artículo anterior, la Comisión obró movida por razones prudenciales. Sin embargo, mantuvo respecto de esos personales el principio general que impide removerlos de un cargo que desempeñen, o apartarlos de sus funciones, o negarles el derecho a ascenso en razón de haberse infectado con la pandemia, porque estimó que obrar en un sentido diverso sería injusto.





			El acuerdo se adoptó por unanimidad de los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 11





			Sanciona con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales la infracción a las disposiciones del artículo que consagra la confidencialidad y voluntariedad del examen para detectar el VIH/SIDA. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 8º.





			La Comisión lo aprobó redactado en otros términos, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 12





			Castiga con multa a beneficio fiscal de 10 a 50 unidades tributarias mensuales la transgresión del artículo que prohíbe la discriminación basada en la condición de portador o enfermo de VIH/SIDA. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 9º.





			La Comisión lo aprobó eliminando la responsabilidad solidaria que el precepto imponía a los directores y propietarios de las entidades o establecimientos laborales, educacionales o sanitarios en que se cometiere la discriminación. Concurrieron a la unanimidad los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 13





			Duplica las multas en caso de reincidencia. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 10.





			La Comisión lo aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y �Viera-Gallo.





ARTÍCULO 14





			Expresa que los funcionarios de la administración del Estado que infrinjan las normas de este proyecto, además de las multas establecidas en los artículos precedentes, responderán administrativamente conforme a sus respectivos estatutos. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 11.





			La Comisión lo aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 15





			Otorga competencia al juez civil del domicilio del afectado para conocer y resolver los procesos por infracciones a las disposiciones del proyecto, conforme al procedimiento sumario del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la que corresponda a los jueces del trabajo en casos de terminación del contrato laboral. En el proyecto que proponemos al final pasa a ser artículo 12.





			La Comisión acogió en esta parte las sugerencias hechas por la Corte Suprema y reemplazó el artículo por uno que dispone que el tribunal competente respecto de las infracciones al Capítulo IV del proyecto será el de policía local y deja a salvo en lo demás la competencia de los tribunales civiles, penales, laborales y aduanero. Nada se dice sobre procedimiento, ya que en cada caso se aplicará el que sea pertinente conforme a las reglas generales y especiales existentes. 





			Este acuerdo fue adoptado unánimemente por la Comisión, concurriendo con su voto los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.





ARTÍCULO 16





			Ordena que el gasto generado por la aplicación de los preceptos de este proyecto sea financiado con los recursos asignados en los presupuestos anuales del Ministerio de Salud y de los Servicios de Salud.





			La Comisión lo rechazó unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ruiz-Esquide y �Viera-Gallo, en atención a la indicación hecha por el Ejecutivo que agrega dos artículos transitorios, sobre gasto y financiamiento.





- - - - - - -





			Durante la discusión general los miembros de la Comisión hicieron ver al Ejecutivo que poco se obtendrá de un proyecto eminentemente declarativo y didáctico si no se le asocia una asignación de recursos importante para acudir en ayuda de los portadores y enfermos de VIH/SIDA, que por lo general no tienen medios para solventar de su peculio el costoso tratamiento denominado "triterapia", medicación que deben consumir por el resto de su vida. En otros términos, la ley debe además ser eficaz, esto es, debe producir los efectos deseados en la materia sobre la cual ella versa.





			La señora Ministra de Salud explicó que esta necesidad ha sido detectada por la Cartera a su cargo pero que la endémica escasez de fondos asignados al sector, así como otras prioridades de igual o mayor urgencia que interesan a segmentos considerables de la población, no han permitido hasta ahora hacer frente en su integridad al tratamiento de estos enfermos y de los  portadores; acotó que han preferido invertir en tratamientos en vez de hacerlo en campañas publicitarias preventivas, porque éstas son de muy alto costo. Informó que la decisión sobre qué enfermos reciben cuál tratamiento con los medios actualmente disponibles está regulada por un acuerdo alcanzado entre las organizaciones representativas de ellos y las autoridades pertinentes del Ministerio. Con todo, comprometió un nuevo intento ante el Ministerio de Hacienda, el que en definitiva dio frutos y se concretó en la indicación del Presidente de la República a que ya hemos hechos referencia.





			En el presupuesto del Fonasa se destina la suma de   $ 43.632.142.000 que se traspasan a los Servicios de Salud para solventar programas de prestaciones complejas, entre los cuales se halla la triterapia para atender a enfermos y portadores del VIH/SIDA �





			El primer artículo transitorio que incorpora al proyecto dicha indicación instaura una bonificación de cargo fiscal que reembolsa los derechos e impuestos pagados en la importación de medicamentos de alto valor utilizados en el tratamiento del SIDA y otras enfermedades de costo económico catastrófico, dolencias que serán determinadas por decreto del Ministerio de Salud. 





			A solicitud del H. Senador señor Bombal, la Comisión acordó dejar constancia de que en el término "medicamentos" quedan comprendidos aquellos alimentos especiales que tienen dicho carácter para algunos enfermos y personas con discapacidad, pues sin ellos no pueden gozar de un estado saludable o simplemente no sobreviven. La señora Ministra de Salud estuvo de acuerdo en que la norma tiene este sentido y alcance.





			El beneficio se otorga por un plazo que corre desde la publicación del reglamento a que se refiere el propio artículo, hasta el 31 de diciembre de 2004. El precepto define lo que se entenderá por "enfermedades catastróficas" y fija los requisitos que deberán reunir las personas que aspiren a la bonificación, así como la forma jurídica, condiciones, registro y formalidades a que deberán sujetarse quienes efectúen la importación de los bienes que dan origen al derecho. 





			La bonificación está limitada a lo efectivamente pagado por concepto de derechos e impuestos a la importación y a la disponibilidad de recursos presupuestarios asignados anualmente al efecto; además, lo percibido por reste concepto no constituye renta, por lo que no está afecto a tributo ni descuento alguno.





			La señora Ministra de Salud hizo ver que no se restringe el beneficio a personas de escasos recursos, a las que se otorga solamente una preferencia, porque el costo de estos tratamientos resulta oneroso para casi todas las personas.





			El segundo de los artículos transitorios dispone que la bonificación se pagará con cargo al Programa 04 del presupuesto de la Subsecretaría de Salud, "Campañas Sanitarias y Auxilios Extraordinarios" y asigna para el presente año $ 700 millones, con cargo a la Partida Tesoro Público.





			Ambos artículos fueron aprobados por unanimidad por los HH. Senadores señores Bombal, Cordero, Ruiz-Esquide y �Viera-Gallo.





- - - - - - -





			Finalmente, la Comisión aprobó por unanimidad la división del proyecto en Capítulos, en la forma que se consigna más adelante en el articulado.





- - - - - -








MODIFICACIONES





			En mérito de las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros aprobar las siguientes modificaciones al texto del proyecto de ley aprobado en el primer trámite constitucional:





			Anteponer al artículo 1º el epígrafe "Capítulo I. Disposiciones generales.". (3 x 0)





- - - - - - -





Artículo 1º





			Sustituirlo por el siguiente:





 			"Artículo 1º.- La prevención, diagnóstico y control de la infección provocada por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH), como asimismo la asistencia y el libre e igualitario ejercicio de sus derechos por parte de las personas portadoras y enfermas, sin discriminaciones de ninguna índole, constituyen un objetivo sanitario, cultural y social de interés nacional.





			Corresponde especialmente al Estado la elaboración de las políticas que propendan hacia dichos objetivos, procurando impedir y controlar la extensión de esta pandemia, así como disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población.". (3 x 0)





Artículo 2º





			Reemplazarlo por el que se indica enseguida:





	"Artículo 2º.- El Ministerio de Salud tendrá a su cargo la dirección y orientación técnica de las políticas públicas en la materia. 





			Estas políticas deberán elaborarse,  ejecutarse y evaluarse en forma intersectorial, con la participación de la comunidad, recogiendo los avances de la investigación científica y considerando la realidad epidemiológica nacional, con el objeto de establecer políticas específicas para los diversos grupos de la población y en especial para aquéllos de mayor vulnerabilidad.". (3 x 0)





- - - - - -





			Intercalar después del artículo 2º el siguiente epígrafe: "Capítulo II. De la prevención, diagnóstico, investigación y atención de salud.". (3 x 0)





- - - - - - -





Artículos 3º y 4º





			Rechazarlos. (5 x 0)





Artículo 5º





			Pasa a ser artículo 3º, reemplazado por el siguiente:


			"Artículo 3º.- El Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para informar a la población acerca del virus de inmunodeficiencia humana, sus vías de transmisión, sus consecuencias, las medidas más eficaces para su prevención y tratamiento y los programas públicos existentes con dichos fines.


			Tales acciones se orientarán además a difundir y promover los derechos y responsabilidades de las personas portadoras y enfermas.". (4 x 0)





Artículo 6º





			Sustituirlo por el siguiente:





			"Artículo 6°.- El Estado deberá velar por la atención de las personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana, en el marco de las políticas públicas definidas en los artículos 1° y 2° de esta ley.





			En todo caso, deberán proporcionarse las prestaciones de salud que requieran los beneficiarios de la ley Nº 18.469, de acuerdo con lo previsto en dicho cuerpo legal.". (3 x 0)





- - - - - -





			Agregar luego del artículo 6º el siguiente epígrafe: "Capítulo III. De la no discriminación.". (3 x 0)





- - - - - -





Artículo 7º





			Pasa a ser artículo 4º, reemplazado por que el que se estampa a continuación:





	"Artículo 4º.- El Estado promoverá la investigación científica acerca del virus de inmunodeficiencia humana, la que servirá de base para la ejecución de acciones públicas y privadas en la materia, y sobre las vías de transmisión de la infección, características, evolución y efectos en el país. Impulsará asimismo las medidas dirigidas a su prevención, tratamiento y cura.





			Del mismo modo fomentará la creación de centros públicos o privados orientados a la prevención e investigación de la enfermedad.". (3 x 0)





Artículo 8º





			Suprimirlo. (3 x 0)





Artículo 9º





			Pasa a ser artículo 5º, sustituido por el siguiente:





	"Artículo 5°.- El examen para detectar el virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario, debiendo constar por escrito el consentimiento del interesado o de su representante legal. El examen de detección se realizará previa información a éstos acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como las medidas preventivas científicamente comprobadas como eficaces





	Sin perjuicio de ello podrá ser obligatorio, en la forma que establezcan los reglamentos respectivos, respecto de quienes se hallaren privados de libertad; del personal que trabaje en establecimientos hospitalarios o de salud, y de los personales regidos por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo deberá practicarse siempre en los casos de transfusiones sanguíneas, elaboraciones de plasma, trasplantes y cualesquiera otras actividades médicas que pudieren contagio.





	Sus resultados se entregarán en forma personal y reservada, a través de personal debidamente capacitado para ello, sin perjuicio de la información confidencial a la autoridad sanitaria respecto de los casos en que se detecte el virus, con el objeto de mantener un adecuado control estadístico y epidemiológico.





	Serán aplicables en esta materia las disposiciones de la Ley 19.628 sobre protección de datos personales.





 			El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se realizará el examen,  la entrega de sus resultados, las personas y situaciones que ameriten la pesquisa obligatoria y la forma en que se entregará la información de los casos detectados a la autoridad sanitaria.". 


(4 x 0, excepto frase sobre personal de salud en inciso 2º, aprobada 3 x 1 abstención)





Artículo 10





			Pasa a ser artículo 7º, reemplazado por el que sigue:





"Artículo 7°.- No podrá condicionarse la contratación de trabajadores, tanto en el sector público como privado, ni la permanencia o renovación de sus empleos, ni su promoción, a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco exigir para dichos fines la realización del mencionado examen.


En el caso de los personales regidos por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, se estará a lo que dispongan para el ingreso a las instituciones sus respectivos estatutos. Sin embargo, la permanencia de ellos en el servicio, la renovación de sus empleos y la promoción no podrán ser condicionadas a los resultados del examen.


De igual manera, no podrá condicionarse el ingreso a un establecimiento educacional, ni la permanencia o promoción de sus alumnos, a la circunstancia de encontrarse afectados por el Virus de Inmunodeficiencia Humana.  Tampoco podrá exigirse la realización o presentación del referido examen para tales efectos.





 			Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.". (3 x 0)





- - - - - - -





			insertar entre los artículos 7º y 8º el siguiente epígrafe: "Capítulo IV. Sanciones y procedimientos.". (3 x 0)





- - - - - - -





Artículo 11





			Pasa a ser artículo 8º, sustituido por el que figura a continuación:





"Artículo 8º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 5° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la obligación de responder de los daños patrimoniales y morales causados al afectado, los que serán apreciados prudencialmente por el Juez.





			Si la infracción fuese cometida por dos o más personas, podrá condenárselas a responder solidariamente de la multa y la indemnización.". (3 x 0)








Artículo 12





			Pasa a ser artículo 9º, reemplazado como sigue:





"Artículo 9º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 7° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 10 a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños causados.".





Artículo 13 y 14





			Pasan a ser artículos 10 y 11, respectivamente, sin otra modificación. (3 x 0)





Artículo 15





			Pasa a ser artículo 12, sustituido por el que sigue:





 			"Artículo 12.- Será competente para conocer de las infracciones tipificadas en este Capítulo el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del afectado, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo y al tribunal aduanero o criminal respectivo, en su caso.". (4 x 0)





Artículo 16





			Rechazarlo. (4 x 0)





- - - - - - -





			Agregar a continuación los siguientes artículos transitorios nuevos:





"Artículos Transitorios





	Artículo 1º transitorio.- A contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso quinto y hasta el 31 de diciembre del año 2004, las personas que reúnan los requisitos que más adelante se señalan podrán solicitar una bonificación fiscal.  Dicha bonificación será equivalente hasta el monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) y de otras enfermedades catastróficas determinados mediante decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





	Para los efectos señalados en el inciso anterior, se entenderá por enfermedades catastróficas aquellas con riesgo inminente de muerte y aquellas incurables y con dicho riesgo.





	Podrán impetrar el beneficio establecido en este artículo, las personas que reúnan los siguientes requisitos:





	a)  que padezcan algunas de las afecciones señaladas en el inciso primero y para cuyo tratamiento los medicamentos determinados sean indispensables y ajustados en las dosis;





	Lo anterior se acreditará mediante certificado emitido por un médico especialista, sin perjuicio de los informes y verificaciones adicionales que se dispongan en el reglamento.





	b) que acrediten insolvencia económica en relación con el costo del tratamiento;





	c) que no tengan acceso a los referidos medicamentos a través de los planes de salud públicos o del régimen de salud al que se encuentren afiliadas , y





	d)  que efectúen la importación a través de instituciones sin fines de lucro que se acrediten y registren ante el Ministerio de Salud y sus organismos competentes, quienes las representarán con las más amplias facultades conforme a lo que establezca el reglamento.  La importación podrá ser considerada de despacho especial según lo determine el Servicio Nacional de Aduanas.





	El beneficio podrá solicitarse respecto de los medicamentos determinados que se importen y sean prescritos a las personas beneficiarias a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso siguiente y su concesión sólo procederá hasta por el monto de recursos para su pago que se considere en el presupuesto correspondiente a la anualidad respectiva, debiendo darse prioridad a las personas de menores ingresos.





	Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que se dictará dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los requisitos de constitución, objeto, finalidad, especialidad y demás que se estimen necesarios, que deberán reunir las instituciones señaladas en la letra d) anterior para su acreditación y registro y establecerá el modo de impetrar el beneficio, la documentación exigible, los criterios de prioridad en su otorgamiento, los procedimientos de concesión, pago y fiscalización de su uso y toda otra norma necesaria para la cabal aplicación de este artículo.





	Con todo, la acreditación y registro de las referidas instituciones serán dispuestos mediante resolución conjunta de los Ministerios de Salud y Hacienda.





	Los montos que perciban las personas por aplicación de este artículo no constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán tributables ni estarán afectos a descuento alguno.





	Las instituciones acreditadas y registradas para representar a los beneficiarios serán excluidas de su reconocimiento como tales, por el sólo ministerio de la ley, cuando se compruebe que hubieren incurrido en contravención a este artículo y a la normativa legal y reglamentaria aplicable sobre la materia, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal, tributaria o aduanera de los representantes de dichas entidades, del beneficiario de la bonificación y de las demás personas involucradas y de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas.





	Artículo 2º transitorio.-  El beneficio que se establece en el artículo anterior será de cargo fiscal y se financiará con los recursos que se contemplen al efecto en el programa 04 del presupuesto de la Subsecretaria de Salud. Durante el año 2001 se destinarán $ 700.000 miles mediante transferencia del ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos Vigente.". (4 x 0)





- - - - - -





			Si las modificaciones que proponemos son aprobadas, el proyecto que proponemos para aprobación general queda como sigue:








PROYECTO DE LEY  





Capítulo I. Disposiciones generales.





	Artículo 1º.- La prevención, diagnóstico y control de la infección provocada por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH), como asimismo la asistencia y el libre e igualitario ejercicio de sus derechos por parte de las personas portadoras y enfermas, sin discriminaciones de ninguna índole, constituyen un objetivo sanitario, cultural y social de interés nacional.


	Corresponde especialmente al Estado la elaboración de las políticas que propendan hacia dichos objetivos, procurando impedir y controlar la extensión de esta pandemia, así como disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población. 





	Artículo 2º.- El Ministerio de Salud tendrá a su cargo la dirección y orientación técnica de las políticas públicas en la materia. 


	Estas políticas deberán elaborarse,  ejecutarse y evaluarse en forma intersectorial, con la participación de la comunidad, recogiendo los avances de la investigación científica y considerando la realidad epidemiológica nacional, con el objeto de establecer políticas específicas para los diversos grupos de la población y en especial para aquéllos de mayor vulnerabilidad.


Capítulo II. De la prevención, diagnóstico, investigación y atención de salud.


	Artículo 3º.- El Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para informar a la población acerca del virus de inmunodeficiencia humana, sus vías de transmisión, sus consecuencias, las medidas más eficaces para su prevención y tratamiento y los programas públicos existentes con dichos fines.


	Tales acciones se orientarán además a difundir y promover los derechos y responsabilidades de las personas portadoras y enfermas.


	Artículo 4º.- El Estado promoverá la investigación científica acerca del virus de inmunodeficiencia humana, la que servirá de base para la ejecución de acciones públicas y privadas en la materia, y sobre las vías de transmisión de la infección, características, evolución y efectos en el país. Impulsará asimismo las medidas dirigidas a su prevención, tratamiento y cura.


	Del mismo modo fomentará la creación de centros públicos o privados orientados a la prevención e investigación de la enfermedad. 


�
�
	Artículo 5°.- El examen para detectar el virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario, debiendo constar por escrito el consentimiento del interesado o de su representante legal. El examen de detección se realizará previa información a éstos acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como las medidas preventivas científicamente comprobadas como eficaces





	Sin perjuicio de ello podrá ser obligatorio, en la forma que establezcan los reglamentos respectivos, respecto de quienes se hallaren privados de libertad; del personal que trabaje en establecimientos hospitalarios o de salud, y de los personales regidos por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional. Asimismo deberá practicarse siempre en los casos de transfusiones sanguíneas, elaboraciones de plasma, trasplantes y cualesquiera otras actividades médicas que pudieren ocasionar contagio.





	Sus resultados se entregarán en forma personal y reservada, a través de personal debidamente capacitado para ello, sin perjuicio de la información confidencial a la autoridad sanitaria respecto de los casos en que se detecte el virus, con el objeto de mantener un adecuado control estadístico y epidemiológico.





	Serán aplicables en esta materia las disposiciones de la Ley 19.628 sobre protección de datos personales.





	El reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se realizará el examen,  la entrega de sus resultados, las personas y situaciones que ameriten la pesquisa obligatoria y la forma en que se entregará la información de los casos de contagio a la autoridad sanitaria. 





Artículo 6°.- El Estado deberá velar por la atención de las personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana, en el marco de las políticas públicas definidas en los artículos 1° y 2° de esta ley.





En todo caso, deberán proporcionarse las prestaciones de salud que requieran los beneficiarios de la ley Nº 18.469, de acuerdo con lo previsto en dicho cuerpo legal.





Capítulo III. De la no discriminación.


Artículo 7°.- No podrá condicionarse la contratación de trabajadores, tanto en el sector público como privado, ni la permanencia o renovación de sus empleos, ni su promoción, a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco exigir para dichos fines la realización del mencionado examen.


En el caso de los personales regidos por el D.F.L. Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, por el D.F.L. Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. Nº 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional y por el D.F.L. Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, se estará a lo que dispongan para el ingreso a las instituciones sus respectivos estatutos. Sin embargo, la permanencia de ellos en el servicio, la renovación de sus empleos y la promoción no podrán ser condicionadas a los resultados del examen.


De igual manera, no podrá condicionarse el ingreso a un establecimiento educacional, ni la permanencia o promoción de sus alumnos, a la circunstancia de encontrarse afectados por el Virus de Inmunodeficiencia Humana.  Tampoco podrá exigirse la realización o presentación del referido examen para tales efectos.








Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas portadoras o enfermas con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.





Capítulo IV. Sanciones y procedimientos.





Artículo 8º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 5° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la obligación de responder de los daños patrimoniales y morales causados al afectado, los que serán apreciados prudencialmente por el Juez.





Si la infracción fuese cometida por dos o más personas, podrá condenárselas a responder solidariamente de la multa y la indemnización.


Artículo 9º.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 7° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 10 a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños causados.





Artículo 10.- En caso de reincidencia en las infracciones señaladas, los montos mínimos y máximos de las multas establecidas en los artículos precedentes se duplicarán.





Artículo 11.- Tratándose de los funcionarios de la Administración del Estado, las sanciones establecidas en los artículos anteriores se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pudiere corresponderles, conforme con el estatuto que los rija.





	Artículo 12.- Será competente para conocer de las infracciones tipificadas en este Capítulo el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del afectado, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo y al tribunal aduanero o criminal respectivo, en su caso.�
�



Artículos Transitorios





	Artículo 1º transitorio.- A contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso quinto y hasta el 31 de diciembre del año 2004, las personas que reúnan los requisitos que más adelante se señalan podrán solicitar una bonificación fiscal.  Dicha bonificación será equivalente hasta el monto de los derechos e impuestos que se hubieran pagado por la importación de los medicamentos de alto costo utilizados en el tratamiento específico del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) y de otras enfermedades catastróficas determinados mediante decreto supremo del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





	Para los efectos señalados en el inciso anterior, se entenderá por enfermedades catastróficas aquellas con riesgo inminente de muerte y aquellas incurables y con dicho riesgo.





	Podrán impetrar el beneficio establecido en este artículo, las personas que reúnan los siguientes requisitos:





	a)  que padezcan algunas de las afecciones señaladas en el inciso primero y para cuyo tratamiento los medicamentos determinados sean indispensables y ajustados en las dosis;





	Lo anterior se acreditará mediante certificado emitido por un médico especialista, sin perjuicio de los informes y verificaciones adicionales que se dispongan en el reglamento.





	b) que acrediten insolvencia económica en relación con el costo del tratamiento;





	c) que no tengan acceso a los referidos medicamentos a través de los planes de salud públicos o del régimen de salud al que se encuentren afiliadas , y





	d)  que efectúen la importación a través de instituciones sin fines de lucro que se acrediten y registren ante el Ministerio de Salud y sus organismos competentes, quienes las representarán con las más amplias facultades conforme a lo que establezca el reglamento.  La importación podrá ser considerada de despacho especial según lo determine el Servicio Nacional de Aduanas.





	El beneficio podrá solicitarse respecto de los medicamentos determinados que se importen y sean prescritos a las personas beneficiarias a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso siguiente y su concesión sólo procederá hasta por el monto de recursos para su pago que se considere en el presupuesto correspondiente a la anualidad respectiva, debiendo darse prioridad a las personas de menores ingresos.





	Un reglamento del Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que se dictará dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley, fijará los requisitos de constitución, objeto, finalidad, especialidad y demás que se estimen necesarios, que deberán reunir las instituciones señaladas en la letra d) anterior para su acreditación y registro y establecerá el modo de impetrar el beneficio, la documentación exigible, los criterios de prioridad en su otorgamiento, los procedimientos de concesión, pago y fiscalización de su uso y toda otra norma necesaria para la cabal aplicación de este artículo.





	Con todo, la acreditación y registro de las referidas instituciones serán dispuestos mediante resolución conjunta de los Ministerios de Salud y Hacienda.





	Los montos que perciban las personas por aplicación de este artículo no constituirán renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán tributables ni estarán afectos a descuento alguno.





	Las instituciones acreditadas y registradas para representar a los beneficiarios serán excluidas de su reconocimiento como tales, por el sólo ministerio de la ley, cuando se compruebe que hubieren incurrido en contravención a este artículo y a la normativa legal y reglamentaria aplicable sobre la materia, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal, tributaria o aduanera de los representantes de dichas entidades, del beneficiario de la bonificación y de las demás personas involucradas y de la obligación de restituir las sumas indebidamente percibidas.





			Artículo 2º transitorio.-  El beneficio que se establece en el artículo anterior será de cargo fiscal y se financiará con los recursos que se contemplen al efecto en el programa 04 del presupuesto de la Subsecretaria de Salud. Durante el año 2001 se destinarán $ 700.000 miles mediante transferencia del ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos Vigente.". 





- - - - - - -





			Acordado en sesiones de fechas 10 y 17 de mayo, 19 de julio, 30 de agosto, 6 de septiembre, 4 y 18 de octubre de 2000, 3 y 10 de enero, 14, 20 y  21 de marzo de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente), Fernando Cordero Rusque (Enrique Silva Cimma, Enrique Zurita Camps), Mario Ríos Santander (Carlos Cantero Ojeda),  Mariano Ruiz-Esquide Jara y José Antonio Viera-Gallo Quesney.





			Sala de la Comisión, a 10 de abril de 2001.





























FERNANDO  SOFFIA  CONTRERAS


Secretario


RESEÑA





I.	BOLETIN Nº:  2.020-11





MATERIA: proyecto de ley sobre sistemas de prevención de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana.





ORIGEN: moción de los HH. Diputados señoras Pollarolo y Saa y señores Naranjo, Sota y Walker.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: segundo.





APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: 13/04/2000.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 14 de abril de 2000.





TRAMITE REGLAMENTARIO: primero, con discusión particular.





VIII.	URGENCIA: no tiene.





IX.		LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 





Artículo 19 Nº 9º de la Constitución Política de la República, que garantiza a todas las personas el derecho a la protección de la salud.





Código Sanitario, D.F.L. Nº 725, de 1968 del Ministerio de Salud.





Ley Nº 18.469,  que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud, más conocida como ley de Isapres.





D.L. Nº 2.763, de 1979, reorganiza el Ministerio de Salud y crea los Servicios de Salud, el Fondo Nacional de Salud, el Instituto de Salud Publica de Chile y la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.





D.S. Nº 362, de 1984, del Ministerio de Salud, reglamento sobre enfermedades de transmisión sexual (ETS).





D.S. Nº 466, de 1987, del Ministerio de Salud, normas para la aplicación de un Programa de Vigilancia Epidemiológica del SIDA.





D.S. Nº  1, de 1990, del Ministerio de Salud, crea la Comisión de Entidades Privadas y ONG para la Prevención y Control del SIDA.





D.S. Nº 6, DE 1990, del Ministerio de Salud, que crea la Comisión Nacional del Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida (SIDA).





D.S. Nº 385, de 1990, del Ministerio de Salud, designa una Comisión Permanente Intersectorial para establecer una política nacional de prevención y control del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida.





X.		ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION: 	12 artículos permanentes y 2 transitorios.





XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: 





a) Impedir y controlar la extensión del SIDA en Chile, mediante la difusión de información adecuada, la participación y aporte de organizaciones sociales, la promoción de la investigación científica y la elaboración de políticas públicas.





b) Asegurar el respeto del derecho a la honra y la dignidad de personas y grupos afectados y proscribir cualquier forma de discriminación basada en esta pandemia, en los ámbitos laboral, educacional y de atención de salud.





c) Establecer como regla general el carácter siempre confidencial,  voluntario e informado del examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana.





d) Sancionar con multa ciertas infracciones a la ley y otorgar competencia para aplicarlas a los jueces de policía local, sin perjuicio de las atribuciones de los tribunales civiles, penales y aduanero.





XII.  	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: no hay.





XIII. 	ACUERDOS:   	Aprobación  general: 3 x 1





				Aprobación particular:	





Artículos 1º y 2º 			aprobados		3 x 0





Artículo 3º				aprobado		4 X 0





Artículo 4º 				aprobado		3 x 0





Artículo 5º 				aprobado		4 x 0, salvo parte del � 					inciso segundo, apr. 3 x 1 abstención





Artículos 6º a 11 			aprobados		3 x 0





Artículo 12 				aprobado	 	4 x 0





Artículos 1º y 2º transitorios 	aprobados 		4 x 0








Valparaíso, 10 de abril de 2001.


























FERNANDO SOFFIA CONTRERAS


Secretario de la Comisión


�
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